Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Queda abierto el acto. 
(Es la hora 16 y 18 minutos) 


- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, si bien no cuenta con número para sesionar, va a tomar la versión 
taquigráfica de la exposición de los señores visitantes representantes del PLENADI, los señores Trucco y Ramírez, y la señora 
Oddone. 


Si bien no disponemos de mucho tiempo -pedimos a nuestros invitados que sean concretos en su exposición- igualmente vamos a 
escuchar el planteo en nombre del PLENADI. 


SEÑOR TRUCCO.- Quiero decir que habíamos presentado una solicitud de audiencia para plantear un tema puntual, más allá de 
que son varios los asuntos que queremos volcar a la mesa. 


El primero de ellos es un proyecto del Poder Ejecutivo que está a estudio de esta Comisión, relacionado con el aumento de los 
topes en lo que refiere a la percepción de un sueldo—retribución por aquellas personas que tengan una discapacidad y que cobren 
una pensión por invalidez. En este momento la relación es de uno a uno; es decir que aquellas personas que puedan tener una 
actividad laboral y sean pensionistas por invalidez —hoy día se encuentra en el entorno de los $ 2.200- pueden trabajar, siempre y 
cuando la retribución tenga como tope estos $ 2.200. Quiero decir que hace tiempo nosotros hicimos gestiones para poder elevar 
este tope, tuvimos reuniones en distintas instituciones, inclusive, con los representantes de los trabajadores en el Directorio del 
Banco de Previsión Social. Efectivamente, este tema se fue moviendo y, por último, del Banco de Previsión Social hubo un traslado 
al Poder Ejecutivo, quien elaboró un proyecto que está a estudio de esta Comisión. Nosotros hemos visto dicho proyecto y, en 
aquel entonces, habíamos considerado la posibilidad de equiparar ese monto al promedio de las retribuciones de los empleados de 
la Administración Central que —en aquel tiempo rondaba los $ 5.000- hoy día, llega a los $ 6.600. 


En este sentido, justamente, solicitamos a la Comisión que lo estudie a la brevedad y que lo apruebe, pues consideramos que es 
una iniciativa muy importante. Hay quienes piensan que es muy poco, pero creemos que, pasar de $ 2.200 a $ 6.600 como primer 
paso, representa un gran avance. 


No olvidamos que estamos en un año muy especial y que tenemos por delante las elecciones internas y las elecciones generales. 
No obstante, nuestra aspiración es que esta Comisión estudie este tema que, por nuestra parte, lo apoyamos tal como viene del 
Poder Ejecutivo. Más allá de algunos matices, pienso que en el fondo se está contemplando un anhelo que viene de años atrás. 


En síntesis, solicitamos que la Comisión apruebe lo antes posible este proyecto de ley y que lo eleve al Senado para su 
consideración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tendremos en cuenta su sugerencia y, oportunamente, nos ocuparemos de ver en qué estado está el 
proyecto en esta Comisión. 


SEÑOR TRUCCO..- Otro tema que queremos abordar tiene que ver con los topes que determina el Banco de Previsión Social para 
la percepción de la pensión por invalidez para aquellos usuarios que tienen una discapacidad no severa que, por cierto, son 
muchos, aunque también es importante el número de los que tienen discapacidad severa. Esto está incluido en el comunicado N* 
123/94 —del cual tengo una copia- por el cual se pretende reglamentar los requisitos y los ingresos que debe tener el núcleo familiar 
de la persona solicitante de la pensión por invalidez. Concretamente, estamos hablando de los salarios mínimos nacionales. Todos 
sabemos que el Salario Mínimo Nacional está fuera de lugar en el sentido de que con ese monto nadie puede vivir, puesto que, si 
no me equivoco, se sitúa en, aproximadamente, unos $ 1.100. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Salario Mínimo Nacional es de $ 1.209. 


SEÑOR TRUCCO.- En función de eso, se le exige al núcleo familiar un ingreso de dos Salarios Mínimos, pero esto varía si hay 
hijos, si son casados y si viven dentro o fuera del núcleo familiar. Ultimamente se ha dado el caso de que le han negado la pensión 
por invalidez a personas cuyos padres tienen una pequeñísima jubilación por parte del padre y una pequeñísima retribución la 
madre, por tareas de limpieza que, como todos sabemos, son changas. Esta situación se da muy a menudo y el empleado no está 
legalmente registrado. 


Entonces, se le negó la pensión porque el Banco de Previsión Social, a través de un departamento específico —concretamente 
algunos de sus inspectores- consideró que, por tener ingresos y la casa habitación con cierto mobiliario, su régimen de vida era 
aceptable. 


Hace poco —los señores Senadores lo conocerán- surgió un caso en el que estaba involucrada una persona con discapacidad, la 
cual realizó las correspondientes reclamaciones ante el Banco de Previsión Social, el que reiteró su postura. Entonces, el 
damnificado se presentó ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo —aclaro que está previsto en la Constitución- y éste 
después de estudiar el caso le terminó dando la razón, elevando este dictamen al Banco de Previsión Social para que hiciera 
efectivo el pago de la pensión por invalidez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Está hablando de personas que tienen una discapacidad leve pero que por los ingresos de la familia no 
se les otorga la pensión? 


SEÑOR TRUCCO..- Ese es el planteo que estoy haciendo con referencia al dictamen del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
que, justamente, dictaminó en un sentido contrario a lo dispuesto por el Banco de Previsión Social. Lamentablemente en este 
momento no tengo este documento en mi poder pero si los señores Senadores lo necesitan, con mucho gusto les podemos hacer 
llegar dicho dictamen. 


En función de todo lo relatado y de reclamaciones que parten de la capital y del interior, pretendemos que se estudie una posible 
actualización del Salario Mínimo Nacional que refleje la realidad que estamos viviendo. Digo esto porque estamos en el año 2004 y 
hace muchos años que se creó el Salario Mínimo Nacional. A mi juicio, es necesario que se actualice porque un ciudadano no 
puede satisfacer sus necesidades básicas con un salario de este tipo. 


En concreto, mi exposición tiene relación con lo expresado en el comunicado del Banco de Previsión Social y quiero aclarar que no 
nos referimos a los discapacitados severos porque sobre ellos salió un comunicado posterior que cambia su situación. 
Concretamente, no se tienen en cuenta los ingresos y los salarios mínimos, sino que se modifican otros elementos. Es más, quiero 
aclarar que no se toca el ingreso de la familia, salvo que pueda tener inversiones, colocación de dinero con intereses, compra de 
bonos, etcétera. De todas maneras, en el área de la discapacidad estos casos son los menos porque, en general, estamos 
hablando de estratos sociales que van de la clase media, media baja y baja inferior, aunque por lógica también hay casos de 
discapacidad en la clase alta. Este sería el segundo planteo que queríamos realizar en este ámbito, así como también trasladar a 
los señores Senadores nuestras inquietudes en función de las decisiones que ha tomado el Banco de Previsión Social. 


El tercer tema que quisiéramos abordar está relacionado directamente con las pensiones por invalidez y es el de la causal 79. 


Hace muchísimos años, cuando era Presidente del Banco de Previsión Social el señor Sanguinetti, se lanzó una campaña de 
prensa por la que se ofrecía a personas con más de 70 años o con algún grado de discapacidad, la posibilidad de obtener la 
pensión a la vejez y la pensión por invalidez presentando un certificado médico y el documento de identidad ante este organismo. 
Allí se labraban actas y no se hacía el control médico en el momento, sino posteriormente. Se anotaron alrededor de 6.000 
personas. Recuerdo que estamos hablando de más de quince años atrás. 


Ahora bien, últimamente a nivel administrativo se están llevando adelante controles y revisiones, y está quedando mucha gente por 
el camino. Concretamente, el Banco de Previsión Social estableció un plazo de hasta el 30 de junio de este año para hacer el 
control de todos los expedientes. Llegado a esa fecha, quienes quedaran afuera serían pasibles del retiro de la pensión. Pero se 
logró que ese plazo se extendiera hasta el 30 de junio de 2005. Nos pusimos en contacto con personas que en aquella época 
integraban el Banco de Previsión Social, quienes nos confirmaron que se comenzaron los controles médicos pero que luego se 
fueron raleando y llegó un momento en que ya no se hicieron más, aunque la gente siguió percibiendo la pensión. Como estamos 
hablando de quince años atrás no debemos olvidar que quienes en aquel entonces tenían 70 años de edad o más y se les 
concedió una pensión a la vejez, hoy tienen 85, 88 o hasta 90 años. Se está controlando todo eso; pero, además, lo hacemos con 
retroactividad. 


Como ustedes saben, desde hace años rige una clasificación, una determinación en función de baremos, tema que también fue 
planteado en esta Comisión. Ultimamente se ha hecho un estudio por parte de una Comisión integrada por 30 profesionales de 
distintas áreas, que determinó ciertos cambios. Me refiero a agregados o modificaciones en el original. A pesar de que ese trabajo 
fue aprobado muchos meses atrás por el Poder Ejecutivo, hace alrededor de dos meses que fue publicado. También estos baremos 
se aplican a estas personas que hace quince o dieciocho años que están cobrando. Entonces, muchos de ellos, también por 
aplicación de los baremos, pueden quedar —de hecho están quedando- afuera. A esto es lo que se le llama "causal 79". Si bien nos 
hemos puesto en contacto, en varias oportunidades, con algunos Directores del Banco de Previsión Social, lamentablemente no 
pudimos conseguir su texto, inclusive, para poder refrescarnos y empaparnos nosotros mismos. Quizá ustedes, como Comisión del 
Senado, puedan solicitarlo directamente a los Directores, porque nos parece importante que puedan conocer su contenido. 


En fin, lo que estamos pidiendo justamente es un tratamiento especial en función de lo que se hizo quince, dieciocho o veinte años 
atrás y de lo que ocurre en la actualidad. Aquí se trata de una gran cantidad de personas que tienen muchos años de edad y que 
viven solas, a las que se les retira la pensión. Volvemos a lo anterior: ¿qué estamos pidiendo al Banco de Previsión Social, al 
organismo madre en ese sentido? Que haga una revisión pero que tenga en cuenta las situaciones de dieciocho años atrás, esto 
es, cómo se dieron, puesto que fue un llamado un poco alocado en no sé cuántos días, se presentaron 6.000 personas y luego se 
cortó. ¿A qué se debió esto? ¿Se hicieron o no revisaciones? ¿Se hicieron revisaciones parciales y las demás quedaron por el 
camino? La cuestión es que ahora, de la noche a la mañana, y no sabemos por qué, por acto administrativo se vuelve a la 
realización de controles. 


Sabemos —porque lo hemos averiguado- que muchos expedientes están quedando por el camino ya que, en la práctica, les van a 
retirar la pensión de vejez y de invalidez. 


SEÑORA ODDONE.- Lo que solicitamos es que haya una reglamentación en cuanto a los medicamentos porque lo que cobramos - 
por ejemplo, por jubilación- es muy poco y se gasta mucho. En mi caso particular sufro de esclerosis múltiple y debería utilizar un 
medicamento que sale U$S 1.500 por mes, pero para mí es imposible adquirirlo porque percibo $ 2.400 de jubilación. Además, no 
se trata de un solo medicamento cuando existe una enfermedad grave que, además, no tiene cura; es más, a veces llegamos a 
necesitar hasta 14. 


Por lo tanto, por los pensionistas y jubilados, necesitamos una reglamentación sobre los medicamentos porque no puede ser que 
cada 10 ó 15 días suba su precio y, en consecuencia, no los podamos pagar. Verdaderamente estamos endeudados por todos 
lados y los necesitamos para poder seguir teniendo una calidad de vida un poco mejor y así continuar adelante, luchando. 


En definitiva le pedimos a esta Comisión una reglamentación al respecto o, por lo menos, ver de qué manera se puede arreglar 
esta problemática tan importante para nosotros. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Aparte de ser integrante del PLENADI, soy el Presidente de la Asociación de Sordos Ciegos del Uruguay. 
Tuvimos el honor de concretar, del 1* al 6 de diciembre pasado, el Primer Encuentro Latinoamericano de Personas Sordas Ciegas. 
De América vinieron unas 15 personas con sus intérpretes y, además, concurrieron 11 representantes de Suecia. Lo que me 
sorprendió fue que cada uno venía con su intérprete y un traductor, con sus gastos pagos por el gobierno de sus países, mientras 
nosotros estamos peleando por obtener un guía intérprete. A propósito de esto, cabe informar que en la escuela de sordos, donde 
enseñan la lengua de señas, estamos preparando guías intérpretes. Pero cuando éstos se reciban, ¿quién les pagará? Nosotros no 
podemos ya que cobramos pensiones de $ 2.060. También hablo del caso de las personas sordas ciegas. Gracias a Dios, en lo 
personal, todavía tengo un pequeño remanente de oído pero tenemos compañeros que son totalmente sordos y ciegos. Muchas de 
estas personas viven en una habitación oscura, sin luz, sin ruidos y sin aire, por lo que al estar totalmente ciegos y sordos, esto es 


como estar enterrados debajo de la tierra y, en definitiva, necesitan su guía intérprete. Nosotros hacemos lo que podemos para 
ayudarlos pero no podemos contratar personas para que los asistan porque no les podemos pagar. 


A su vez está el caso de los asistentes personales de los compañeros con discapacidad que están en sillas de ruedas y que 
desesperadamente nos piden la asistencia de personas que los puedan acompañar porque necesitan desplazarse a determinados 
lugares. 


Incluso hay gente preparada para esto, pero no hay quién las pague. Muchas veces tenemos que estar sacando dinero de nuestros 
bolsillos, o cada uno pone un poquito o PLENADI tiene que desembolsar dinero para pagarle a esas personas. Tendría que haber 
una ley tanto para los asistentes personales como para los guías e intérpretes. Al respecto, debo decir que los intérpretes de sordos 
tienen una ley por la que cobran y una de las cosas a las que, personalmente, aspiro, es que en vez de referirse solamente a los 
sordos, se haga alusión también a los sordos-ciegos. Es nada más que eso, aunque también se podría incluir a los asistentes 
personales, que son imprescindibles. Casualmente hoy el delegado general de nosotros no vino porque no tenía ningún asistente 
social que lo acompañara. Nosotros más o menos nos arreglamos para venir porque uno guía al otro y entre los tres nos 
complementamos, pero con una persona más ya se nos hubiera complicado. 


Nada más. Agradezco a los señores Senadores si nos pueden dar una ayuda en este sentido. 


SEÑOR TRUCCO.- Quería complementar lo que dijo mi compañero, porque a nivel de esta Comisión, justamente, desde el año 
2000, hay un proyecto de ley que vino de la Cámara de Representantes referido a los asistentes personales. Lamentablemente, 
eso se empezó a estudiar y hubo distintos enfoques y criterios justamente en función de cuáles serían las bases que lo financiarían. 
Se habló del Banco de Previsión Social, del IMESI; en esa instancia hubo informes de la Dirección General Impositiva y también del 
BPS pero ahí está el problema. Además, muchos Legisladores querían saber cuántos casos serían. Al respecto, se hablaba de tres 
mil, de treinta mil —cifra que considero fuera de lugar- y a nivel nacional seguimos dando vueltas al tema. Sin embargo, la temática 
quedó empantanada, por decirlo de alguna manera. 


En consecuencia, sería importante reflotar, a través de esta Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, este proyecto de 
ley, analizarlo y que nosotros volvamos aquí para conversarlo con ustedes y aportar otras ideas. Digo esto porque lamentablemente 
esto se topeó respecto a ciertas discapacidades, aspecto con el que muchos de nosotros no está de acuerdo porque sólo estaría 
dirigido a aquellas personas que tuvieran raciocinio y capacidad mental suficiente como para desempeñar una tarea o actividad. Sin 
embargo, nosotros consideramos que hay otras personas que también necesitan de un asistente personal, por ejemplo, aquellos 
familiares de chicos Down o con parálisis cerebral cuyos padres necesariamente tienen que trabajar —y a veces los dos- para 
mantener el hogar. En ese caso, ¿con quién dejan seis u ocho horas a esa persona con discapacidad muy severa? Por eso 
tenemos la idea de incluir no solamente a aquellas personas que tienen necesidad de tener un apoyo para su movilización, para ir 
al hospital, para ir a estudiar, etcétera, sino también a aquellos que sufren discapacidades severas -que son muchas- y a sus 
familiares. 


Eso era lo que queríamos plantearles: ese proyecto está en esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a los delegados de PLENADI la presentación que han hecho y queríamos decirles que, con 
respecto al primer planteo que hizo el señor Trucco, estaba refiriéndose a la Carpeta N* 1114/03, que es un proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo que aumenta la posibilidad de quienes cobran un monto equivalente a tres pensiones por invalidez para que 
puedan trabajar y no haya incompatibilidad. Dejamos constancia de esto en la versión taquigráfica para que la Comisión 
posteriormente delibere sobre estos puntos. 


SEÑOR TRUCCO.- De ser así, solicitaríamos que se nos enviara la versión taquigráfica correspondiente porque para nosotros es 
muy importante. Muchas gracias por atendernos. 


(Se retira de Sala la delegación de PLENADI) 


Linea del die de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


